


Otro aspecto a remarcar es el entendimiento de que  la inmunidad de los funcionarios del 

Estado debe 



particularmente los comentarios y práctica de los Estados miembros, como así también de la 

jurisprudencia internacional.  

 

Como está ampliamente aceptado, la elevación del nivel del mar representa para muchos 

pequeños Estados insulares en desarrollo una de las mayores amenazas para su supervivencia y 

posibilidades de crecimiento, incluso, para algunos, a través de la pérdida de territorio. No 

obstante, con respecto a la condición de Estado y la continuidad del mismo ante la eventual 

pérdida de territorio se estima que la CDI debe enfocarse en los aspectos jurídicos del tema, de 

acuerdo con su mandato, que comprende el desarrollo progresivo y la codificación del derecho 

internacional. Los aspectos políticos de esta cuestión deben ser abordados por los Estados y la 

comunidad internacional en su conjunto.  

 

Con respecto a los resultados del trabajo del Grupo de Estudio se considera necesario que en 

primer lugar el Grupo se enfoque en las posibles alternativas que pueden darse para enfrentar 

la problemática de la elevación del nivel del mar teniendo en cuenta el marco jurídico existente, 

siendo la Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar un instrumento esencial a tal 

efecto. En cuanto a la protección de las personas afectadas por este flagelo, hay una vasta 

cantidad de normas internacionales destinadas a preservar la integridad y bienestar del 

individuo. En otras palabras, se debe analizar cuidadosamente si resulta necesario elaborar un 

proyecto de tratado para abordar esta problemática o si se pueden ofrecer soluciones dentro 

del derecho internacional vigente.   


